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RESOLUCIÓN 
 

 

En San Juan, Puerto Rico, a 30 de abril de 2021. 

 Comparece One Alliance Insurance Corporation, (la Aseguradora o 

peticionaria) solicitando que revoquemos una Resolución emitida por el 

Tribunal de Primera Instancia, Sala de de Bayamón, (TPI), el 25 de 

febrero de 2020. Mediante su dictamen el foro primario declaró No Ha 

Lugar a la solicitud de la Aseguradora para inspeccionar nuevamente el 

interior de los apartamentos del Condominio Parque 228 (los Asegurados 

o recurridos), con el propósito de determinar los daños reclamados por 

los recurridos, según estuvieran cubiertos por la póliza suscrita entre las 

partes. Como se deduce de lo hasta ahora indicado, la controversia 

acontece en el contexto de una demanda instada por los recurridos 

contra la Aseguradora procurando que esta última responda por los 

daños que, aducen, el huracán María causó al referido edificio 

residencial asegurado.     

Evaluado el asunto ante nuestra consideración, resolvemos 

denegar la expedición del recurso de certiorari. Adelantamos que, 
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insertos en una etapa muy avanzada del descubrimiento de prueba, no 

encontramos rastro alguno de causa que justifique nuestra intervención 

con la discreción del TPI para conducir los procesos ante su atención 

previo al juicio, y menos aún dilatar la solución de un asunto que tuvo 

su origen en la destrucción generalizada causada por el paso del huracán 

María. 

I. Resumen del tracto procesal pertinente  

La recurrida presentó demanda contra la Aseguradora el 18 de 

septiembre de 2019, alegando haber sufrido una serie de daños a la 

propiedad que tenía asegurada1, según póliza suscrita y vigente al 

momento de la ocurrencia2, por causa del paso del huracán María por 

Puerto Rico el 20 de septiembre de 2017. Adujo haber presentado su 

reclamo a la Aseguradora con premura, pero esta no actuó, y, por el 

contrario, además de no hacer las labores para investigar y ajustar la 

reclamación de manera justa, refirió una comunicación ofreciendo 

$40,183.42 como pago final, en ausencia de un informe que sostuviera 

tal cantidad. Ante lo cual, la recurrida contrató sus propios peritos para 

que estimaran los daños, cuyo resultado fue la cifra de $9,640,555.60, 

información que refirió a la Aseguradora.3 En definitiva, le imputó a la 

Aseguradora haber incumplido con el contrato (póliza), y violentado 

varias disposiciones del Código de Seguros.  

En respuesta, el 2 de enero de 2020, la Aseguradora presentó 

contestación a demanda, admitiendo algunas alegaciones, negando otras 

y esgrimiendo defensas afirmativas.  

Entonces, el 21 de mayo de 2020, fue celebrada la Conferencia 

Inicial, donde se discutieron asuntos referentes al descubrimiento de 

 
1 La propiedad consiste de cuatro edificios residenciales de tres pisos, y otras áreas 

comunes, cuyo edificio principal está ocupado por ciento cincuenta apartamentos. 
2 Fue señalado que la póliza proveía cobertura por hasta $15,327,308.00 en daños. 
3 La recurrida incluyó como apéndice I de su moción de desestimación u oposición a 
expedición de certiorari, copia de la misiva que le refirió a la Aseguradora el 4 de junio 

de 2019, informándole de la inspección pericial aludida. 
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prueba, informando el recurrido que ya había realizado su informe 

pericial, mientras que la Aseguradora indicó que estaría utilizando el 

informe inicial preparado por el Ing. Emilio Colón Zabala. Concluida esta 

vista, quedaron calendarizadas las siguientes etapas procesales previas 

al juicio, lo que incluyó pautar una vista sobre el estado de los 

procedimientos para el 20 de agosto de 2020.4  

En el escrito en oposición a certiorari también fue incluido como 

anejo copia de una moción presentada en conjunto por las partes, 

solicitando conversión de conferencia con antelación al juicio en vista de 

status sobre los procedimientos.5 Esta solicitud estuvo predicada en que, 

aunque las partes adelantaron gran parte del descubrimiento de prueba, 

no lo habían concluido, de modo que no estarían listos para cumplir con 

la Conferencia con Antelación al Juicio dentro de la fecha prevista, 8 de 

diciembre de 2020. En consecuencia, solicitaron que se extendiera el 

término del descubrimiento de prueba hasta el 1 de febrero de 2021, 

para culminar el descubrimiento pendiente. 

Llegada la fecha prevista para la Conferencia con Antelación a 

Juicio, el 8 de diciembre de 2020, el foro primario acogió la petición de 

las partes para convertirla en una de estado de los procedimientos, y 

extendió el descubrimiento de prueba hasta el 1 de febrero de 2021. 

Según se hizo constancia en la Minuta donde se recogieron las 

incidencias de dicha vista, fue en este momento que la Aseguradora 

propuso que se le permitiera a sus ajustadores y peritos visitar la 

propiedad asegurada o hacer una inspección conjunta con los 

peritos de la recurrida, acordar la situación de los daños y su 

cuantía. La recurrida se opuso a esta petición, arguyendo que retrasaría 

los procedimientos, y que estaba pendiente para el próximo día la toma 

de sendas deposiciones. Ante la solicitud de la Aseguradora, en la misma 

 
4 Escrito en oposición a certiorari, pág. 4. 
5 Escrito en oposición a certiorari, pág. 5. 



 
 
 

 

 

KLCE202100459 

 

4 

Minuta del 8 de diciembre de 2020 fue plasmada la determinación del 

TPI mediante la cual ordenó que; los peritos visiten, se reúnan y 

dialoguen el asunto de los daños en el condominio, sin tener que entrar 

en las unidades de los apartamentos.6 (Énfasis provisto). 

Posteriormente, el 22 de enero de 2021, se llevó a cabo la re-

inspección de la propiedad asegurada, limitada a las áreas comunes, (no 

fueron inspeccionadas las unidades de apartamentos), cónsono con lo 

ordenado el 8 de diciembre de 2020. 

Entonces, mediante moción, la Aseguradora solicitó nuevamente al 

tribunal a quo que le permitiera inspeccionar el interior del edificio. 

Fundamentó su petitorio en que no pudo realizar tal función durante la 

re-inspección realizada el 22 de enero de 2021, pues no asistió el perito 

de la recurrida, y argumentó que la póliza de seguros requería que los 

asegurados permitieran las inspecciones cuantas veces sea necesario.7  

En desacuerdo, la recurrida presentó moción en oposición a 

solicitud de re-inspección. Señaló que el TPI ya había tomado una 

determinación sobre no permitir la re-inspección de las unidades, que 

constituía la ley del caso, y para la cual la Aseguradora no había 

solicitado reconsideración oportuna. Además, arguyó que la concesión de 

dicha petición retrasaría el avanzado estado de los procesos judiciales, ya 

concluido el descubrimiento de prueba, y habiendo tenido la 

Aseguradora oportunidad previa de realizar la inspección del interior de 

las referidas unidades. 

Finalmente, el 25 de febrero de 2021, el TPI emitió la Resolución 

recurrida, declarando No Ha Lugar la solicitud de la Aseguradora, para lo 

cual dejó constancia de lo siguiente:  

[e]valuado el expediente, las posiciones de las partes y escuchada 
la grabación de la vista, se declara no ha lugar la orden protectora. 
En la vista se acordó no inspeccionar el interior de los 

 
6 Escrito en oposición a certiorari, págs. 9-11. 
7 Escrito de certiorari, págs. 31-33.  
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apartamentos. La solicitud es tardía en esta etapa de los 
procedimientos. Ya el descubrimiento de prueba culminó y el 
informe pericial de la parte demandante fue notificado en el 2019.  

  
Inconforme, la Aseguradora acude ante nosotros, señalando la 

comisión del siguiente error:  

Erró el Honorable Tribunal de Primera Instancia al declarar 
no ha lugar la solicitud de inspección del interior de los 
apartamentos ya que de la póliza de seguros surge el deber 
del asegurado en cooperar y permitir el accesos (sic) a la 
propiedad cuantas veces sea necesario en aras de poder 

evaluar y adjudicar la totalidad de los daños reclamados.  

 

Luego de que le concediéramos una prórroga a la recurrida para 

presentar su escrito en oposición a certiorari, esta compareció. Estamos 

en posición de resolver.  

II. Exposición de Derecho  

a. 

El recurso de certiorari es el mecanismo discrecional disponible 

para que un tribunal apelativo revise las resoluciones y ordenes 

interlocutorias de un tribunal de menor jerarquía. Regla 52.1 de 

Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V; Rivera Figueroa v. Joe’s European 

Shop, 183 DPR 580, 596 (2011). Véase, además, Regla 32(D) del 

Reglamento del Tribunal de Apelaciones, 4 LPRA Ap. XXII-B, R.32(D). 

El Tribunal Supremo de Puerto Rico detalló el alcance del recurso 

de certiorari ante este Tribunal Apelativo. Explicó el máximo foro que, 

inicialmente, para el 2009, la Asamblea Legislativa limitó los asuntos 

interlocutorios que podían ser revisado por este tribunal intermedio “bajo 

el entendimiento de que estos podían esperar hasta la conclusión del 

caso para ser revisados en apelación”. 800 Ponce de León Corp. v. 

American International, 2020 TSPR 104, 4 (2020). Sin embargo, tras la 

aprobación de las leyes Núm. 220-2009 y Núm.177-2010 se enmendó el 

lenguaje de la Regla 52.1 de las de Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V, 

R. 52.1, a los fines de incorporar otros escenarios en los que como foro 

revisor podemos intervenir. Íd. Puntualizó nuestro Tribunal Supremo 
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que, en específico, “la Ley Núm. 177-2010 extendió la facultad revisora 

del Tribunal de Apelaciones a resoluciones u órdenes interlocutorias que 

traten asuntos de interés público o situaciones que requieran la atención 

inmediata del foro revisor, pues aguardar hasta la conclusión del caso 

conllevaría un fracaso irremediable de la justicia”. Íd., en la pág. 6. De 

ese modo, y en lo concerniente, actualmente la Regla 52.1, supra, reza 

como sigue:  

El recurso de certiorari para revisar resoluciones u órdenes 
interlocutorias dictadas por el Tribunal de Primera Instancia, 
solamente será expedido por el Tribunal de Apelaciones cuando se 
recurra de una resolución u orden bajo las Reglas 56 y 57 o de la 
denegatoria de una moción de carácter dispositivo. No obstante, y 
por excepción a lo dispuesto anteriormente, el Tribunal de 
Apelaciones podrá revisar órdenes o resoluciones interlocutorias 
dictadas por el Tribunal de Primera Instancia cuando se recurra 
de decisiones sobre la admisibilidad de testigos de hechos o 
peritos esenciales, asuntos relativos a privilegios evidenciarios, 
anotaciones de rebeldía, en casos de relaciones de familia, en 
casos que revistan interés público o en cualquier otra situación en 
la cual esperar a la apelación constituiría un fracaso irremediable 
de la justicia. Al denegar la expedición de un recurso de certiorari 
en estos casos, el Tribunal de Apelaciones no tiene que 
fundamentar su decisión. (Énfasis nuestro). 

 

Visto lo cual, si bien este foro apelativo ostenta discreción para 

expedir o denegar los recursos de certiorari, la determinación sobre ello 

no surge en un vacío. Además, de superarse los requisitos previstos en la 

Regla 52.1 citada, entonces también correspondería considerar si 

acontecen algunos de los supuestos concebidos en la Regla 40 de 

nuestro Reglamento, 4 LPRA Ap. XXII-B, R.40, al evaluar si expedimos o 

no un auto de certiorari.   

b. 

La Regla 23 de Procedimiento Civil regula lo concerniente al 

alcance del descubrimiento de prueba. 32 LPRA Ap. V, R.23; Rivera y 

otros v. Bco. Popular, 152 DPR 140, 152 (2000); Ortiz v. ELA, 125 DPR 65 

(1989). El descubrimiento de prueba persigue: 1) precisar los asuntos en 

controversia; 2) obtener evidencia para ser utilizada en el juicio, evitando 

así sorpresa en esta etapa de los procedimientos; 3) facilitar la búsqueda 
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de la verdad; y 4) perpetuar evidencia. En consonancia, ha sido reiterado 

que el procedimiento para descubrir prueba en la litigación civil está 

concebido como uno amplio y liberal. Berríos Falcón v. Torres Merced, 

175 DPR 962, 971 (2009); E.L.A. v. Casta, 162 DPR 1, 13 (2004); García 

Negrón v. Tribunal Superior, 104 DPR 727, 738 (1976). 

Asimismo, las Reglas de Procedimiento Civil establecen como 

principio rector la solución justa, rápida y económica de las disputas. 

Alfonso Brú v. Trane Export, Inc., 155 DPR 158, (2001); 32 LPRA Ap. V,  

R.1. Cónsono con ello, la Regla 23.2 de Procedimiento Civil, 32 LPRA   

Ap. V, R.23.2, le reconoce al Tribunal facultad para emitir órdenes 

protectoras que limiten o condicionen el descubrimiento de prueba. 

Además, nuestras normas procesales promueven el que las partes 

planifiquen y diseñen el manejo del tiempo para así garantizar la 

eficiencia del descubrimiento de prueba.  

El máximo foro ha reconocido, por su parte, que los tribunales de 

instancia están facultados para modificar los términos y concluir el 

descubrimiento de prueba conforme a las particularidades y 

circunstancias de cada caso. Así, cualquier limitación al descubrimiento 

de prueba deberá hacerse de forma razonable. Rivera y otros v. Bco. 

Popular, supra, pág. 154; Lluch v. España Service Sta., 117 DPR 729, 742 

(1986). Es decir, “[m]ás que una facultad, existe un deber que se le 

impone al Tribunal de Primera Instancia de actuar afirmativa y 

dinámicamente en la tramitación de los casos ante su 

consideración”. (Énfasis provisto). Vives Vázquez v. ELA, 142 DPR 117, 

139 (1996). 

c. 

El efectivo funcionamiento de nuestro sistema judicial, y la rápida 

disposición de los asuntos litigiosos, requieren que los jueces de 

instancia tengan gran flexibilidad y discreción para lidiar con el diario 
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manejo y tramitación de los asuntos judiciales. In re Collazo I, 159 DPR 

141, 150 (2003). Es por ello que a éstos se les ha reconocido poder y 

autoridad suficiente para conducir los asuntos litigiosos ante su 

consideración y para aplicar correctivos apropiados en la forma y manera 

que su buen juicio les indique. Id. El Tribunal de Primera Instancia tiene 

el deber ineludible de garantizar que los procedimientos se ventilen sin 

demora, con miras a que se logre una justicia rápida y eficiente. In re 

Pagani Padró, 181 DPR 517, 529 (2011).8  

Conforme a lo cual, nuestro más alto foro ha reconocido que la 

discreción es el más poderoso instrumento reservado a los jueces para 

hacer justicia. Rodríguez v. Pérez, 161 DPR 637 (2004). De este modo, la 

discreción judicial no es irrestricta y ha sido definida como una forma de 

razonabilidad aplicada al discernimiento judicial para llegar a una 

conclusión justiciera. Negrón v. Srio. de Justicia, supra, pág. 91. La 

máxima curia también ha enfatizado que la discreción judicial “se nutre 

de un juicio racional apoyado en la razonabilidad y fundamentado en un 

sentido llano de justicia; no es función al antojo o voluntad de uno, sin 

tasa ni limitación alguna”. Citibank et al. v. ACBI et al., 200 DPR 724 

(2018).  

De otra parte, nuestro Tribunal Supremo ha expresado que un 

tribunal apelativo no intervendrá con las determinaciones 

interlocutorias discrecionales procesales de un tribunal 

sentenciador en ausencia de pasión, perjuicio, parcialidad o error 

manifiesto. (Énfasis provisto). Argüello v. Argüello, 155 DPR 62, 78-79 

(2001). El mismo alto foro ha subrayado que:  

[L]os tribunales de origen son los que están en mejor posición para 
determinar cómo se debe manejar un caso que esta ante su 
consideración. Las determinaciones que haga en el sano ejercicio de 
su discreción deben ser respetadas por los foros apelativos, a menos, 
claro está, que se demuestre arbitrariedad, un craso abuso de 
discreción, una determinación errónea que cause grave perjuicio a 
una de las partes, o la necesidad de un cambio de política pública 

 
8 Citando a Heftler Const. Co. v. Tribunal Superior, 103 DPR 844, 846 (1975). 
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procesal o sustantiva. Esta norma fortalece el principio de que serán 
los tribunales de origen los que manejen los casos que les son 
presentados. Rebollo López v. Gil Bonar, 148 DPR 673, 678 (1999). 
 

Queda diáfano así el alcance de nuestra función revisora como foro 

apelativo al intervenir con la discreción judicial, en tanto que no 

intervendremos con el ejercicio de la discreción del Tribunal de 

Primera Instancia, salvo en aquellos casos en los que exista un grave 

error que revele una actuación prejuiciada y parcializada, o en los 

que esté presente una equivocación en la interpretación o aplicación 

de cualquier norma procesal o de derecho sustantivo.  Lluch v. 

España Service Sta., 117 D.P.R. 729, 745 (1986).  Por lo cual no resulta 

sorpresivo que la máxima curia expresara que los tribunales apelativos 

debemos abstenernos de tratar de administrar o manejar la 

dirección regular de los casos ante el foro primario. Citibank, N.A. v. 

Cordero Badillo, supra. 

d. 

Es doctrina reiterada en nuestro ordenamiento jurídico que “los 

derechos y obligaciones adjudicados en el ámbito judicial, mediante 

dictamen firme, constituyen la ley del caso”. Pueblo v. Serrano Chang, 

201 DPR 643, 653 (2018); Cacho Pérez v. Hatton Gotay, 195 DPR 1, 8-9 

(2016); MGMT. Adm. Servs. Corp. v. E.L.A., 152 DPR 599, 606 (2000). 

Mediante esta doctrina un tribunal debe seguir sus decisiones en casos 

posteriores y no puede revisar controversias que han sido adjudicadas 

por un tribunal. Pueblo v. Serrano Chang, supra; Cacho Pérez v. Hatton 

Gotay, supra, en la pág. 9; MGMT. Adm. Servs. Corp. v. E.L.A., supra, en 

la pág. 607. De esta manera, los tribunales “deben realizar el esfuerzo 

máximo posible por evitar la emisión de dictámenes contradictorios e 

inconsistentes”. Núñez Borges v. Pauneto Rivera, 130 DPR 749, 755 

(1992). La continua aplicación de esta doctrina es esencial para el 

respeto debido a los dictámenes del tribunal ya que su propósito consiste 
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en “velar por el trámite ordenado y pronto de los litigios, al igual que 

promover la estabilidad y certeza del derecho”. MGMT. Adm. Servs. Corp. 

v. E.L.A., supra, en las págs. 607-608; Rosso Descartes v. BGF, 187 DPR 

184, 193 (2012); Pueblo v. Díaz De León, 176 DPR 913, 922 (2009). 

Constituye la ley del caso todas aquellas determinaciones 

judiciales que han adquirido carácter de finalidad. Por lo cual, esta 

puede invocarse cuando exista una decisión final de la controversia en 

sus méritos. Cacho Pérez v. Hatton Gotay, supra; Félix v. Las Haciendas, 

165 DPR 832, 843 (2005). Esas determinaciones, como regla general, 

obligan tanto al Tribunal de Primera Instancia como al que las dictó si el 

caso vuelve ante su consideración. Cacho Pérez v. Hatton Gotay, supra; 

Pueblo v. Serrano Chang, supra; Félix v. Las Haciendas, supra.  

III. Aplicación del Derecho a los hechos 

a. 

 Conviene iniciar por recalcar que, a través de la Regla 52.1 de 

Procedimiento Civil, supra, la Asamblea Legislativa expresamente limitó 

los asuntos interlocutorios que pueden ser revisados por este foro 

intermedio, siendo nuestra intervención en tales casos la excepción. De 

aquí que le corresponda a la parte promovente demostrar las 

circunstancias que justifiquen la expedición del recurso discrecional, a 

partir de los supuestos delimitados en la regla citada.  

 Aunque en el escrito de certiorari, bajo marco legal, se menciona la 

reglamentación a la que aludimos en el párrafo que antecede, en la 

discusión del error señalado nada se elaboró sobre ello. Es decir, la 

Aseguradora no identificó a través de qué excepción, de las que provee la 

Regla 52.1 de Procedimiento Civil, quedaríamos habilitados en este caso 

para ejercer nuestra discreción de expedir el recurso solicitado. Muy por 

el contrario, la discusión del error señalado se constriñe a plantear un 

tema de estricto derecho sustantivo, sobre la obligación de la recurrida a 
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permitir la inspección de edificio asegurado, según surge de la póliza 

suscrita, sin antes solventar el asunto de umbral referido. Es decir, como 

paso previo a que nos adentremos a considerar los asuntos sustantivos 

sugeridos, debía la Aseguradora persuadirnos de los supuestos 

procesales que habilitaban nuestra intervención en esta etapa de los 

procedimientos, mas no lo hizo.  

 A pesar del silencio de la peticionaria respecto a lo anterior, lo 

cierto es que, examinado el expediente, tampoco logramos identificar que 

acontezcan los supuestos excepcionales que justifiquen nuestra 

intervención con el devenir interlocutorio del caso. Como adelantamos en 

nuestra introducción, contrario al propósito de la Aseguradora al tratar 

de identificar la controversia ante nuestra consideración como una 

puramente de derecho sustantivo, (si la recurrida está cumpliendo o no 

con las obligaciones dimanantes de la póliza para permitir la inspección 

de la propiedad asegurada), rectamente considerado el asunto nos queda 

muy claro que más bien se solicita la intervención de este foro intermedio 

en un asunto puramente de manejo del caso, en el contexto del 

descubrimiento de prueba, según ha sido programado y supervisado 

por el tribunal a quo hasta el momento. Ubicado propiamente el asunto 

que nos corresponde atender, entonces resulta patente que no están 

presentes ninguna de las circunstancias que la Regla 52.1 de 

Procedimiento Civil señala como justificantes de nuestra intervención en 

un asunto interlocutorio. 

b. 

 En cualquier caso, lo cierto es que la Aseguradora también falló en 

identificar en dónde reside el prejuicio, parcialidad o el craso abuso de 

discreción del foro recurrido, al no permitir la inspección del interior de 

la propiedad solicitada. Partiendo de la premisa de que la discreción que 

cobija al TPI en sus determinaciones discrecionales es amplia, por lo que 
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sus decisiones merecen gran deferencia, y de que los tribunales de 

apelaciones en estos casos no deben pretender sustituir el criterio del 

primero por el nuestro9, (salvo que se pruebe el aludido prejuicio, 

parcialidad o craso abuso de discreción), causa perplejidad que en la 

discusión del error señalado ni siquiera se mencione, menos se discutan, 

tales condicionantes. Simplemente, la Aseguradora no identificó 

prejuicio, parcialidad o craso error alguno en la determinación recurrida 

que diera lugar a nuestra intervención, pese al carácter discrecional de 

esta última. Considerada la argumentación del error señalado, la 

Aseguradora más bien procuró que sustituyéramos el criterio del foro 

primario por el nuestro, en un tema interlocutorio. Esto es, se nos invita 

a transgredir frontalmente las limitaciones de nuestra intervención en 

asuntos interlocutorios, y también la deferencia que debemos demostrar 

hacia el foro primario en temas que corresponden al manejo del caso, sin 

justificación para ello. Huelga afirmarlo, incide la peticionaria al 

pretender lo anterior. 

c. 

  Siguiendo el mismo hilo conductor, no pasa por desapercibido el 

hecho de que en su apéndice la Aseguradora no incluyera 

documentación importante para poner a este foro apelativo en posición 

de hacer un recuento cabal del tracto procesal. Se debe saber que el 

apéndice de un recurso viene a ser realmente el “expediente judicial” en 

el que descansa el foro revisor para descargar su responsabilidad y 

prerrogativas como foro de apelación. H.A. Sánchez Martínez, Derecho 

Procesal Apelativo, Puerto Rico, Lexis-Nexis, 2001, pág. 314. Por ello, en 

los escritos de certiorari, debe incluirse un apéndice conteniendo, en lo 

pertinente: toda resolución u orden, y toda moción o escrito de 

cualesquiera de las partes que forme parte del expediente original en el 

 
9 Citibank et al. v. ACBI et al., 200 DPR 724 (2018); Mejías et al. v. Carrasquillo et al., 
185 DPR 288 (2012); Ramos Milano v. Walmart, 168 DPR 112 (2006). 
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Tribunal de Primera Instancia, en los cuales se discuta expresamente 

cualquier asunto planteado en la solicitud de certiorari, o que sean 

relevantes a ésta; cualquier otro documento que forme parte del expediente 

original en el Tribunal de Primera Instancia y que pueda ser útil al 

Tribunal de Apelaciones a los fines de resolver la controversia.10  

  Aunque corresponde a la parte promovente del recurso de certiorari 

proveer la información aludida en el párrafo anterior, tuvimos que 

depender del apéndice incluido en el recurso en oposición a certiorari para 

advenir en conocimiento de aconteceres importantes en el tribunal a quo, 

que incidían en la consideración del asunto ante nuestra consideración. 

Así, en el contexto de adquirir conocimiento sobre el manejo del caso del 

TPI, consideramos valioso tener noticia de la Orden emitida por el TPI del 

21 de mayo de 202011, donde se hizo constancia de que la recurrida ya 

había realizado su informe pericial, y la Aseguradora manifestó que 

estaría utilizando el informe inicial preparado por el Ing. Emilio Colón 

Zapata, además de establecerse las fechas a seguir en los procesos 

previos al juicio. No nos resulta justificable, por otra parte, que en el 

apéndice del escrito de certiorari se hubiese elegido prescindir de la 

inclusión de la Minuta del TPI, donde ser recogieron las incidencias de la 

vista del 8 de diciembre de 2020, fecha en que la Aseguradora solicitó 

visitar o inspeccionar el condominio asegurado, y el TPI 

expresamente determinó conceder la petición, pero condicionada, 

en lo pertinente, a que no se entrara en las unidades de 

apartamentos.12 Es decir, la referida Minuta revela que el TPI denegó en 

esta fecha la petición de la Aseguradora para inspeccionar el interior de 

las unidades del edificio. ¿Qué duda cabe de que el contenido de dicho 

 
10 Regla 34(E)(1)(d) y (e), del Reglamento del Tribunal de Apelaciones, 4 LPRA Ap. XXII-

B. 
11 Apéndice del escrito en oposición a certiorari, pág. 4. 
12 Apéndice del escrito en oposición a certiorari, págs. 9-11. 
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documento atañe directamente a la consideración de la controversia ante 

nuestra consideración? 

d. 

  En su señalamiento de error la Aseguradora esgrime que el TPI 

incidió al no permitirle la inspección del interior de las unidades de la 

propiedad asegurada. Sin embargo, como adelantamos, la determinación 

inicial sobre la denegatoria del foro primario para autorizar la inspección 

del interior de las unidades ocurrió propiamente el 8 de diciembre de 

2020, según recogió de manera prístina la Minuta de los procesos de esa 

fecha. Por tanto, no fue la Resolución interlocutoria del 25 de febrero de 

2021, (de la que se recurre), la que propiamente denegó la inspección del 

interior del edificio, sino que tan solo allí se reafirmó la determinación 

tomada en diciembre de 2020. De aquí que en la Resolución del 25 de 

febrero de 2021 el foro primario plasmara que en la vista se acordó no 

reinspeccionar el interior de los apartamentos.13 La referida vista alude a 

la conducida en diciembre de 2020.  

  Sobre lo anterior, la recurrida esgrime que aplica aquí la doctrina 

de la ley del caso. Asevera esto, llamando nuestra atención al hecho de 

que el TPI había denegado de manera final la petición de la Aseguradora 

para inspeccionar el interior de las unidades del edificio, mediante su 

determinación de 8 de diciembre de 2020. Añade, que no se interpuso 

moción de reconsideración o recurso en alzada alguno sobre dicho 

dictamen denegatorio, por lo cual advino ley del caso. Tiene razón.  

 Adjudicada por el TPI la controversia sobre la inspección de las 

referidas unidades de vivienda en su interior el 8 de diciembre de 2020, 

sin la Asegurada haber cuestionado de manera oportuna dicho curso 

decisorio a través de las herramientas procesales correspondientes, 

venía obligado el foro primario a seguir su decisión en el caso posterior 

 
13 Apéndice 6 del escrito de certiorari, pág. 48. 
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que se le presentó sobre el mismo asunto, evitando con ello incurrir en 

contradicción. Cacho Pérez v. Hatton, supra; Núñez Borges v. Pauneto 

Rivera, supra.    

e. 

 A pesar de que, según explicado, la Aseguradora no logró mover la 

discreción de este foro intermedio para intervenir con la determinación 

interlocutoria recurrida, valga anotar que, de haber entrado sobre los 

méritos del asunto, tampoco la hubiésemos revertido, por el contrario, 

cabía sostenerla. Lo cierto es que, del propio relato de la Aseguradora 

sobre los hechos acontecidos hasta el momento, expuestos en su escrito 

de certiorari, surge diáfano que el 6 de noviembre de 2017 la firma ECZ 

Group realizó la primera inspección de la propiedad, luego el 11 de 

noviembre de 2017 esta misma firma realizó una segunda inspección de 

la propiedad, y el 7 de diciembre de 2017 presentó Reporte de Daños.14 

Es decir, la Aseguradora ya había realizado inspección del lugar 

requerido, asunto que también queda constado por el hecho de que en la 

Minuta del 8 de diciembre de 2020 surge que esta parte, estaría 

utilizando el informe inicial preparado por el Ing. Emilio Colón Zapata.   

 ¿Cuántas otras inspecciones se requerían por parte de la 

Aseguradora? ¿O es que dichas inspecciones iniciales solo respondían a 

un mero trámite por cerrar el caso y, cuando un asegurado presentara 

acción en el tribunal, entonces la Aseguradora se sentiría compelida a 

realizar una inspección más rigurosa?   

 Por último, tomando en consideración que han pasado más de tres 

años desde el paso del huracán María, resulta difícil sostener que la 

Aseguradora no hubiese tenido tiempo para realizar las inspecciones 

aludidas. Más aún, sopesando las claras obligaciones que el Código de 

Seguros impone a las aseguradoras para atender los reclamos de sus 

 
14 Escrito de certiorari, pag. 15. 



 
 
 

 

 

KLCE202100459 

 

16 

asegurados con celeridad15, no vemos razón alguna que justifique la 

dilación del proceso mediante la concesión de otra oportunidad a la 

Aseguradora de inspeccionar una propiedad que ya debió haber 

inspeccionado a cabalidad hace tiempo. Según citamos, las Reglas de 

Procedimiento Civil establecen como principio rector la solución justa, 

rápida y económica de las disputas. Alfonso Brú v. Trane Export, Inc., 

supra. Reiteramos, además, que más que una facultad, existe un deber 

que se le impone al Tribunal de Primera Instancia de actuar 

afirmativa y dinámicamente en la tramitación de los casos ante su 

consideración. Vives Vázquez v. E.L.A., supra. Juzgamos que, con su 

proceder hasta el momento, el tribunal recurrido precisamente ha 

exhibido el dinamismo y rapidez aludidos en la jurisprudencia citada, 

con los cuales este foro apelativo no se presta en modo alguno a 

intervenir.   

IV. Parte dispositiva 

Por los fundamentos expuestos, denegamos la expedición del auto 

de certiorari. En consecuencia, devolvemos el caso ante el foro primario 

para la continuación de los procedimientos.  

Lo pronunció y manda el Tribunal y lo certifica su Secretaria. 

 

 

Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones 
 

 
15 Art. 27.161 del Código de Seguros, 26 LPRA sec. 2716a. 

 


